PROYECTO DE LEY
EL Senado y la Cámara de Diputados de la Provincia de Buenos Aires, sancionan con fuerza de

LEY

Artículo 1.- Modifícase el artículo 1º de la Ley 10.559, el que quedará redactado de la siguiente manera:

"Artículo 1: Las Municipalidades de la Provincia recibirán en concepto de coparticipación el 20 % (veinte por ciento) del total de ingresos que percibe la Provincia en concepto de impuesto sobre los Ingresos Brutos no descentralizados al ámbito municipal, Impuesto Inmobiliario Urbano, Impuesto a los Automotores, Impuesto de Sellos, Tasas Retributivas de Servicios y Coparticipación Federal de Impuestos. El importe resultante de la aplicación de dicho porcentaje será distribuido:

a)  El 53 % (cincuenta y tres por ciento) entre todas las Municipalidades de acuerdo a lo siguiente:

1. El  62 % (sesenta y dos por  ciento) en proporción directa a la población. Para los Municipios: de la Costa, Pinamar, Villa Gesell y Monte Hermoso, a los efectos de la aplicación del presente apartado, se tomará como población la resultante de la suma de  los residentes permanentes en el lugar, más la doceava parte del caudal turístico receptado en cada uno de los Municipios a lo largo del año base, el que se calculará de acuerdo a los datos suministrados por la Secretaría de Turismo de la Provincia de Buenos Aires.

2. El 23 % (veintitrés por ciento) en forma proporcional a la inversa de la capacidad tributaria "per cápita",  ponderada por la población.

3. El 15 % (quince por ciento) en proporción directa a la superficie del Partido.

b) El 37 % (treinta y siete por ciento) entre  las Municipalidades que posean establecimientos oficiales para la atención de la salud -con o sin internación-, de acuerdo a lo establecido por la Ley 10.820.

c)  El 5 %  (cinco  por ciento) entre las Municipalidades que cubrieren servicios o funciones transferidas por aplicación del Decreto Ley 9347/79 y sus modificatorias, excepto del sector Salud Pública, en función de la participación relativa que cada Comuna tuvo en el Ejercicio 1986, en la distribución de la coparticipación por tales servicios o funciones.
d) El 5 % (cinco por ciento) entre las Municipalidades que posean establecimientos educativos oficiales de acuerdo a lo establecido por el Artículo 2 de la presente ley.
Artículo 2.- Créase una Comisión Especial integrada por el Ministerio de Economía y la Dirección General de Cultura y Educación, bajo la coordinación de esta última, la que tendrá un plazo de 60 (sesenta) días a partir de la sanción de la presente ley, para establecer la distribución secundaria, del coeficiente de distribución establecido en el  inciso d) del Artículo precedente.

La determinación de esta Comisión será sometida ad-referéndum de la Honorable Legislatura.

Para la confección de los distribuidores mencionados deberá tenerse en cuenta, entre otros, los siguientes parámetros: niveles educativos, establecimientos, matriculados, docentes y personal auxiliar.

Artículo 3.- La presente ley se aplicará a partir del 1º de enero de 2009. Hasta tanto, la distribución de los fondos que correspondan a cada municipio se hará de acuerdo a lo establecido por el régimen determinado en la ley 10.559 y sus modificatorias.
Artículo  4.- Comuníquese al Poder Ejecutivo.

FUNDAMENTOS

Introducción

La simbiosis entre federalismo y unidad nacional deriva de que esta última supone la existencia de regiones con caracteres diferenciales en lo sociocultural y lo socioeconómico. Pero que al coincidir en raíces históricas comunes y en su complementación se integran en una sola Nación. La diversidad regional es el elemento básico que sustenta y enriquece la unidad nacional.

Los municipios que antecedieron históricamente a la Nación y a las Provincias jugaron un papel  de primer orden en la construcción del programa político de unidad que diera origen a la nacionalidad. Pero su participación efectiva en la problemática regional y con ello su papel en el federalismo se debilita cada vez más. Concurren a este debilitamiento las siguientes facetas:

a) Las reivindicaciones de autonomía municipal aún son formales y en muchas provincias ni siquiera constan en el texto constitucional.

b) Los municipios sufren los efectos de una compleja relación entre la Nación y las Provincias con referencia a la cuestión tributaria y de servicios.

c) Se mantiene un esquema de tributos y gastos con superposiciones que traban la acción específica de cada uno de los niveles jurisdiccionales.

La hipótesis central de la teoría normativa del federalismo fiscal o "economía de los gobiernos locales", establece que los niveles inferiores de gobierno están mejor informados acerca de los gastos y preferencias de la comunidad y, en consecuencia, pueden ofrecer una mejor combinación de gastos e impuestos. Asimismo, la mayor proximidad entre los ciudadanos, los políticos y los funcionarios públicos, posibilita un mayor control comparado con la situación que se da en los niveles superiores de gobierno. Los límites al proceso de descentralización asociado con esta teoría están dados, entre otros por: 

a) la posibilidad de que existan economías de escalas y externalidades en la provisión de los servicios públicos y en la recaudación de impuestos; 

b) debilidades administrativas o c) la necesidad de que las políticas fiscales respondan a objetivos de estabilización y de distribución del ingreso tanto personal como regional, objetivos que solo pueden alcanzarse con políticas instrumentadas desde el nivel superior de gobierno.

El grado de descentralización fiscal observado en la práctica difiere de país en país y esta explicado no solo por razones económicas sino también por cuestiones históricas, políticas e institucionales. En el caso que nos ocupa, los gobiernos municipales de la Provincia de Buenos Aires han adquirido una importancia creciente en términos de su participación en el gasto público. Las limitaciones en materia tributaria para financiar dicho aumento en los gastos con recursos propios dieron origen a la coparticipación impositiva municipal.

La evolución del régimen de la coparticipación impositiva municipal, que pasó de representar el 22 % de los ingresos municipales totales en 1980, al 36 % en 1991, revela un aumento en el grado de desequilibrio vertical originado por una descentralización de funciones a nivel local que no fue correspondida con una delegación de las potestades tributarias. En el año 2000 los presupuestos ejecutados de los municipios de la provincia sumaban en total $ 3.427 millones, siendo los ingresos por otras jurisdicciones $ 1.329 millones, lo que representaba el 36% del total. Esta tendencia continua hasta la actualidad llegando en el 2007 a $ 3.811 millones el monto recibido por coparticipación.
Por consiguiente, un primer punto que debe encararse antes de redefinir el régimen de coparticipación impositiva municipal, es el de determinar cual es la responsabilidad de los municipios en la provisión de los bienes y servicios públicos, y cuales impuestos deberían recaudarse en este nivel de gobierno.

A este respecto cabe realizar dos consideraciones. Por el lado del gasto, el gobierno provincial a principio de los `80 transfirió a los municipios los servicios vinculados a salud y acción social. Esta descentralización de funciones obligó en una primera etapa al establecimiento de regímenes especiales de transferencias desde la provincia para que los municipios involucrados puedan financiar las mayores obligaciones de gastos. En una segunda etapa estas transferencias atadas al financiamiento hospitalario fueron eliminadas.

En su reemplazo se modificaron los criterios de distribución de fondos establecidos en el régimen de coparticipación impositiva. En particular, a partir del año 1988, un 37 % de la masa coparticipable se destina a los municipios con establecimientos hospitalarios con el objeto de garantizar su funcionamiento.

Origen de la coparticipación impositiva municipal

El origen de la coparticipación impositiva a las Municipalidades guarda estrecha relación con las limitaciones que éstas tienen en materia tributaria y por lo tanto, en el financiamiento de sus gastos mediante recursos propios.

Los municipios, a lo largo del tiempo, fueron recibiendo distintos tipos de aportes del Gobierno Provincial. En algunos casos, la Provincia tomaba a su cargo un tributo hasta entonces municipal -para ejercer una administración centralizada y una política tributaria uniforme entre Partidos-: y en compensación, coparticipaba el producido del mismo. En un principio, la distribución de la masa global coparticipable entre los municipios se hizo con un criterio devolutivo, es decir, se asignaba a cada Partido el mismo porcentaje con el que contribuía a la recaudación provincial del tributo coparticipado, por ejemplo, el caso del impuesto a las patentes de automotores. 

Sin embargo, la insuficiencia de recursos propios a nivel de algunos municipios derivó en la necesidad de transferir más fondos. Ello se realizó vía aumentos en la distribución primaria y en modificaciones en los coeficientes de distribución secundaria que favorecieran a los municipios con base económica más débil.

El sistema de coparticipación impositiva, hasta la sanción de la Ley 10559 actualmente vigente, pasó por distintas etapas. Hasta el año 1971 el régimen de coparticipación impositiva establecía un tratamiento diferente para cada tributo, tanto en lo referido a la distribución primaria, como en lo atinente a los criterios de distribución de esos fondos entre los municipios. 

Los impuestos provinciales coparticipados en aquel entonces eran: Impuesto a los Automotores, Licencia de Conductor, Impuesto Inmobiliario básico, e Impuesto a las Actividades Lucrativas; además, se asignaba a los municipios un porcentaje de los impuestos nacionales coparticipados. Con respecto a la distribución secundaria, se seguía un criterio estrictamente devolutivo para los dos primeros tributos mencionados, en tanto que el resto se distribuía utilizando prorrateadores que combinaban los criterios de proporcionalidad devolutivos y redistributivos en proporciones variables para cada impuesto.

Asimismo, a partir del año 1967 se fijaron mediante la Ley de Presupuesto topes anuales al monto total a coparticipar a los impuestos. El efecto de estas medidas fue que, entre 1967 y 1971, el porcentaje efectivo de coparticipación se redujo más de un 50 % respecto de lo que estipulaba el régimen legal.

Con la sanción de la Ley 7872 (03/05/72) se introdujeron modificaciones sustanciales al régimen, referidas tanto a la determinación de los ingresos coparticipables y al coeficiente de distribución primaria, como a la distribución. En relación a los dos primeros aspectos mencionados, se estableció un único porcentaje sobre el total de los ingresos corrientes que recauda la Administración Provincial, el cual quedaría fijado anualmente en la Ley Impositiva respectiva.

En cuanto a la distribución entre los municipios se establecieron los siguientes prorrateadores -aplicables sobre el monto a coparticipar en exceso del distribuido en 1971-: partes iguales (40 %), población (30 %), y superficie (30 %). De esta forma el 70 % de los fondos se asignó siguiendo criterios redistributivos, tendientes a favorecer a los municipios menos poblados.

Como consecuencia de los cambios mencionados, se produjo una redistribución de la coparticipación desde el área metropolitana y los grandes centros urbanos del interior en favor de los centros medianos y, en especial, de los partidos de tipo rural.

En el año 1976 con la sanción de la Ley 8631 se concreta un replanteo del sistema de coparticipación, cuya necesidad surgió a partir de las consecuencias de la reforma de 1972 y las medidas de 1975. 

La nueva ley no innovó en el aspecto referido a la determinación de los ingresos coparticipables, y la distribución primaria, pero modificó sustancialmente la distribución secundaria de fondos, estableciéndose dos niveles de distribución: a) entre los municipios agrupados según la siguiente clasificación: área metropolitana, grandes centros urbanos del interior, centros medianos del interior y el resto. Los prorrateadores utilizados en este primer nivel de distribución fueron: población 60 %, superficie 30 % y partes iguales 10 %. Mediante el aumento del prorrateador poblacional se perseguía continuar con la tendencia iniciada en 1975, de frenar la redistribución en desmedro de los partidos más poblados; b) el segundo nivel de distribución es el que se realiza al interior de cada grupo, donde además de utilizar los prorrateadores previamente mencionados, se incorporaron los de densidad demográfica y la inversa de la coparticipación per cápita recibida por cada Partido el año inmediato anterior.

En 1977 la Provincia dictó, en el marco de una política de reordenamiento fiscal, la Ley  8709. La misma fijaba que las Municipalidades "...no podrán establecer o mantener ningún tipo de gravamen a determinarse sobre los ingresos brutos o netos, compras, gastos e inversiones del comercio y de la industria". El objetivo perseguido era evitar la doble imposición con el Impuesto a los Ingresos Brutos. Para compensar a los municipios por la pérdida de recaudación resultante, se estableció una coparticipación especial sobre la base de la recaudación del Impuesto a los Ingresos Brutos que siguió un criterio estrictamente devolutivo: la masa a coparticipar sería igual a la recaudación efectiva de los municipios de la tasa por Inspección de Seguridad e Higiene en 1976 (tasa que se anula a partir de la nueva ley); y la distribución entre Partidos se realizaría en forma proporcional a la recaudación obtenida por dicha tasa en cada uno de los municipios.

Nuevo prorrateo de la coparticipación

La Ley 9478 (9/01/80) estableció un nuevo régimen de coparticipación impositiva a los municipios, unificando los correspondientes a las dos leyes anteriores (8631 y 8709) y sustituyendo también a la Ley 8796, que legislaba sobre la distribución de fondos provenientes del PRODE y Casinos entre las Municipalidades con establecimientos hospitalarios. 

El nuevo régimen dispuso coparticipar a los municipios el 9,25 % de los ingresos que la Provincia percibiera en concepto de Impuesto a los Ingresos Brutos, Inmobiliario, Sellos y Tasas Retributivas y Coparticipación Federal de Impuestos. El 93 % del total se distribuía entre todos los Partidos según los criterios de población (60 %), un nuevo ponderador, definido como el inverso de la capacidad tributaria (30 %), y superficie (10 %). El 7 % restante se destinaba a los Partidos con hospitales municipales con internación, que a su vez recibían el 100 % del producido del PRODE. La distribución de estos fondos se basaba en el costo del servicio, estimado a través de la ponderación del número de camas con el factor de ocupación y el nivel de complejidad de los establecimientos hospitalarios.

El nuevo prorrateador (inverso a la capacidad tributaria) se incorporó a fin de hacer el reparto de fondos más equitativo, contemplando el caso de los municipios con una base económica y fiscal más débil. No obstante, si se agrupan todos los prorrateadores, el criterio predominante es el proporcional, dado el peso del 60 % que tiene el parámetro de población.

La Ley 9478 estableció que todos los municipios con hospitales propios recibieron un porcentaje (7 %) de la masa coparticipable global más el 100 % del producido del PRODE. Por otra parte, hacia fines de la década de los setenta se inició en la Provincia de Buenos Aires un proceso de municipalización de servicios y funciones.

En ese contexto, aquellos partidos que debieron hacerse cargo de los establecimientos hospitalarios y otros servicios de acción social, hasta entonces bajo la órbita del gobierno provincial, comenzaron a percibir fondos para afrontar los gastos derivados de la transferencia. En efecto, el Decreto-Ley 9347 (8/06/79) que legisla sobre el tema, establecía una primera asignación de fondos a los municipios en cuestión durante el mismo año en que se efectuara la municipalización del servicio; para los años subsiguientes, se girarían los fondos destinados a financiar los gastos de los establecimientos. Estas transferencias se convirtieron en un régimen especial paralelo al funcionamiento de la coparticipación impositiva. 

Como consecuencia de la coexistencia de los dos regímenes señalados, se daba un tratamiento diferente a las Municipalidades con establecimientos asistenciales propios -que recibían solamente el porcentaje estipulado en la Ley 9478- y a los municipios con servicios de salud transferidos -que, además del mencionado porcentaje, recibían los montos derivados de la aplicación de la Ley 9347-.

Si bien era lógico que, como correlato de la transferencia de los establecimientos a los municipios, se produjera el traspaso de fondos para financiarlos, parece menos justificable mantener ese trato diferencial entre partidos a partir de la municipalización hospitalaria -proceso que se concentró en los años 1980 y 1981-. La eliminación de esas diferencias y la unificación en un sólo régimen, fue uno de los objetivos principales que llevaron a un nuevo cambio en la legislación a través de la sanción, en el año 1987, de la Ley 10559. Con algunas modificaciones, esta ley representa el régimen actual de coparticipación impositiva, y constituye el componente principal del sistema de transferencias del Gobierno Provincial.

Régimen unificado de coparticipación

Sancionada el 15 de octubre de 1987, la Ley 10559 estableció un régimen unificado de coparticipación impositiva en reemplazo de los entonces vigentes conformes a los Decretos-Leyes 9347/79 y 9478/80. Cuatro son los principales elementos de cambio que introdujo la nueva legislación respecto de la anterior:

a) En primer lugar, se aumentó en forma significativa el coeficiente de distribución primaria. En efecto,  la ley estableció (art. 1º) que  los municipios recibirán en concepto de coparticipación el 14,14 % de los ingresos que percibiera la Provincia en concepto de impuesto sobre los Ingresos Brutos, Inmobiliario, Automotores, Sellos, Tasas Retributivas y Coparticipación Federal -previa deducción del importe correspondiente a los aportes por seguridad social al Instituto de Previsión Social-; a ese importe debe sumarse la asignación de fondos del PRODE y la de Casinos. Esto implicó que medido en relación a los ingresos corrientes de la Administración Provincial, en 1987 (primer año de vigencia de la ley 10559) los fondos enviados a los municipios, por coparticipación, aumentaran del 11,2% al 13,5%.
b) En segundo lugar, se dio una mayor prioridad a la distribución de los recursos en función de los parámetros referidos al sector salud pública. La nueva norma estableció que el 35% de la masa coparticipable se destinara a los municipios con establecimientos oficiales para la atención de la salud. Además, los mismos recibirían todo el producido del PRODE y un porcentaje de lo obtenido por la explotación de Casinos. Como consecuencia de estas modificaciones, en 1987 los fondos coparticipados asignados a los Municipios a través del "Régimen Hospitalario" ascendieron al 5,2 % de los ingresos corrientes de la administración provincial. Asimismo, las transferencias vía "Régimen Especial" (Decreto-Ley 9347/79) se redujeron al 0,6% en el  año 1987.

c) En tercer lugar, se eliminaron los tratamientos diferentes que había entre Municipalidades con establecimientos hospitalarios propios y aquellas con servicios de salud transferidos. La Ley 10559 no distingue, en lo que respecta a este tema, entre municipios con establecimientos propios y transferidos, sino que para todos utiliza los mismos parámetros de distribución: número de camas, factor de ocupación y perfil de complejidad del establecimiento.

Con respecto a los municipios con servicios de acción social transferidos, contemplados antes en la Ley 9347, excepto los servicios de salud pública, se asignó el 5% de los ingresos provinciales coparticipables.

d) Finalmente, un 60 % de la masa coparticipable se continuó distribuyendo entre todas las Municipalidades con los siguientes criterios: l)  62% en proporción  a  la  población;  2) 23% en relación inversa a la capacidad tributaria  y  3) 15% en proporción directa a la superficie.

Mediante la sanción de la Ley 10752 en diciembre de 1988, se modificó la Ley 10559. La nueva norma no implicó un cambio de rumbo, sino más bien la profundización de algunos aspectos ya contemplados en la Ley 10559.

En primer lugar se incrementó del 14,14% al 16,14% el coeficiente de distribución primaria. Los impuestos que integraban los ingresos coparticipables se mantuvieron sin variaciones, aunque se eliminó la deducción de los aportes al Instituto de Previsión Social de la Provincia. En segundo lugar, se modificó la distribución secundaria, aumentando la proporción de fondos recibidos por los municipios con establecimientos hospitalarios. La Ley estableció la siguiente distribución del total de fondos:

1) 58% entre todas las Municipalidades según los mismos parámetros utilizados en la Ley 10559; 2) 37% entre las Municipalidades con establecimientos oficiales para la atención de la salud. Estas Municipalidades reciben una mayor proporción de los ingresos coparticipables, tanto por el aumento del coeficiente destinado específicamente al sector salud -que antes era del  35%- como por el mayor porcentaje de distribución primaria; y 3) 5% entre las Municipalidades con servicios o funciones transferidas.

Antecedentes de la Educación Municipal

Desde hace más de cuarenta años, diversos municipios han conformado sus servicios educativos que cubren los diversos niveles de la enseñanza, desde el nivel inicial hasta el nivel terciario. Sin embargo, a pesar de la importancia que han adquirido estos servicios comunales, desde su inicio no han recibido la jerarquización administrativa necesaria por parte de los organismos competentes provinciales. 

Los mismos siempre han estado dependiendo de la Dirección que tiene a su cargo el contralor de la educación privada: anteriormente la DENO, posteriormente la DIGEP y actualmente la DIPREGEP. Indudablemente esta situación, incomprensible por tratarse de servicios educativos estatales, ha ocasionado múltiples inconvenientes a los municipios, en la medida en que han debido cumplir las mismas tramitaciones que se exigen a establecimientos privados. Esto ha afectado en igual medida al personal directivo y docente por la duplicidad de supervisión administrativa y pedagógica.

Al no existir una vía expeditiva que posibilite facilitar la creación y el reconocimiento de servicios educativos de las comunas, se dificulta la pronta resolución de necesidades educativas que podrían ser cubiertas por el aporte municipal.

Paradójicamente, la  Ley Nacional de Educación Nº 26.206 expresa en su artículo 6º: “El Estado garantiza el ejercicio del derecho constitucional de enseñar y aprender. Son responsables de las acciones educativas el Estado nacional, las provincias y la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, en los términos fijados por el artículo 4º de esta ley; los municipios, las confesiones religiosas reconocidas oficialmente y las organizaciones de la sociedad; y la familia, como agente natural y primario”.

Es decir, las comunas tienen una responsabilidad en la acción educativa a la vez que el servicio municipal es considerado por la Ley como parte del Sistema Educativo Nacional. 

Esta integración no ha sido debidamente valorada en la Ley Provincial de Educación N° 13.688, al ser considerado –el servicio educativo municipal- con un mero carácter complementario y no supletorio. Más aun, no están taxativamente definidos como un servicio de educación pública de gestión estatal. En la práctica son asemejados a los servicios de gestión privada, por lo que entendemos necesaria la adecuación legislativa respectiva, a efectos de regularizar y promover el desarrollo de sistemas educativos municipales que posibiliten el acceso a la educación a todos los habitantes de nuestra provincia, especialmente a los niños y jóvenes.

Un ejemplo de las posibilidades de desarrollo del servicio educativo municipal, es el caso del Partido de Gral. Pueyrredon que ya cuenta con 17 escuelas primarias, concurriendo a las mismas 7.578 alumnos y también con un amplio desarrollo del nivel inicial con 33 jardines de infantes a los que concurren 4.706 niños. El sistema se completa con 10 establecimientos de Enseñanza Secundaria Básica (ESB) con una matricula de 3.306 alumnos, 10 Escuela de Formación Profesional a las que asisten 4.553 estudiantes, 2 escuelas de educación artística con 548 alumnos y un establecimiento de nivel polimodal donde concurren 312 estudiantes. 

En este distrito, la provincia cuenta con 236 establecimientos educativos con una matrícula de 99.273 alumnos, el servicio educativo municipal tiene 75 establecimientos con 21.150 matriculados, mientras que la gestión privada posee 290 establecimientos con una matricula de 105.878 alumnos.

De acuerdo a la información estadística disponible, desde comienzos de la década pasada se observa una disminución en el crecimiento poblacional del país en general, y de la Provincia de Buenos Aires en particular. Estos datos tienen correlación con un estancamiento en la matrícula escolar, que pasó de 4.447.537 en el año 2004, a 4.425.920 en el 2006.

Sin embargo, del análisis entre las modalidades de gestión, surge una evidente reducción en la matricula estatal, así como un crecimiento en la privada. La relación entre ambas pasó en el período mencionado del 71% al 69% para la gestión estatal, y del 29% al 31% en la gestión privada.

Esta situación se explicaría por el bajo nivel educativo y la conflictividad que manifiestan los establecimientos de educación estatal, lo que ha generado una transferencia de matricula hacia las escuelas privadas, a pesar del elevado costo de este tipo de servicios educativos.

El crecimiento de la gestión privada, en detrimento de la estatal, también se evidencia en el distrito tomado como ejemplo (Gral. Pueyrredon), que de no existir la importante cobertura de los servicios municipales (10,67%), la relación entre la gestión provincial y privada sería mucho mayor, siendo actualmente del 45,25% y del 44,19% respectivamente, considerando la Educación Primaria Básica. Queda así demostrado el rol importante que pueden cumplir las comunas en el cumplimiento de la responsabilidad del Estado para garantizar el derecho a la educación.

En la Provincia, desde hace ya varias décadas, son muchos los municipios que desarrollaron sistemas educativos que cubrieron diversos niveles de la educación sin el correspondiente marco legal. A pesar de ello ha quedado demostrada su perdurabilidad, como también su eficacia, con lo cual se evidencia la necesidad de su continuidad y, más aún, la potenciación del servicio en un marco legal que lo ubique claramente dentro de la educación pública de gestión estatal.

Nuestra Propuesta

Sin lugar a dudas las comunas que han implementado desde hace mucho años servicios educativos municipales han tenido que costear los mismo utilizando recursos provenientes de tasas municipales, las cuales no contemplan ese tipo de afectación. Con lo cual indirectamente se estaban afectando partidas para cubrir el funcionamiento y los servicios básicos de la comuna, a efectos de contribuir a solventar dichos servicios. Estas decisiones coincidentes entre varios municipios de la provincia han tenido su origen en la insuficiencia de los servicios educativos cuya implementación corresponde en principios al Gobierno de la Provincia de Buenos Aires. Dada su importancia como servicio básico, el Estado debe garantizar la correspondiente oferta educativa para hacer frente a la constante demanda derivada del incremento poblacional.

La carencia de las necesarias inversiones por parte de diversas administraciones públicas de la provincia generó un déficit de establecimientos educativos en numerosas comunas. En varias de ellas sus gobiernos municipales tomaron la decisión de implementar servicios educativos que complementaran a los provinciales, respondiendo así a las demandas de los habitantes.

Surge así, como un acto de justicia, que se reconozca este aporte de numerosas comunas de la provincia en materia educativa, aportando a las mismas recursos imprescindibles para el sostenimiento de estos servicios que ayudan a cubrir la responsabilidad del Estado de garantizar educación pública, gratuita y obligatoria.

Así como, mediante la incorporación de un ítem particular en el régimen de coparticipación del 37 %, se contribuye al sostenimiento los servicios de salud, no existe similar previsión en cuanto a los servicios educativos que prestan los municipios en la Provincia de Buenos Aires.

Consideramos que el mecanismo más conveniente para el logro de lo mencionado consiste en la incorporación de un ítem para educación en la coparticipación impositiva municipal, como criterio coherente con la práctica de unificar los aportes a los municipios por parte del Gobierno Provincial. A tal fin, y por medio de la presente, planteamos la incorporación de un inciso d)  al artículo primero de la Ley 10559, mediante el cual se afecta un 5%, de forma tal de compensar la transferencia de los recursos a  las comunas que poseen servicios educativos municipales, 
Para lo cual establecemos la creación de una comisión especial con el objeto distribuir equitativamente los mencionados recursos entre las diversas comunas teniendo en cuenta entre otros, los siguientes parámetros: niveles educativos, establecimientos, matriculados, docentes y personal auxiliar.

Por ello  proponemos, en principio incrementar el monto coparticipable afectos de compensar las nuevas asignaciones derivadas de la incorporación efectuada, sin perjudicar al resto de los municipios.

A su vez es indudable que las comunas tienen hoy mayores dificultades para prestar sus servicios esenciales, a lo que se le suma una mayor demanda por la situación socioeconómica generada por una regresiva distribución del ingreso que afecta a grandes sectores de la población y que persiste, aún después de años de las altas tasas de crecimiento económico. Las manifestaciones más claras se reflejan en el ámbito de la salud pública, la educación, la asistencia social la necesidad de vivienda y el empleo. 
A pesar de las regulaciones presupuestarias, con mayor ordenamiento en la administración de los recursos, cumpliendo con las pautas establecidas provincialmente y la contención del gasto comunal; resulta evidente que los municipios no pueden hacer frente a los requerimientos sociales de la población, como tampoco al mantenimiento  y ampliación de su infraestructura.

Las Municipalidades no pueden afrontar esta realidad con los recursos propios de sus tasas y retribución por servicios. Dado que la coparticipación se mantuvo desde hace décadas sin variaciones, las Municipalidades han recurrido a los gobiernos nacional y provincial, así como a entidades financieras, en búsqueda de recursos para hacer frente a la coyuntura -con fideicomisos, créditos y subsidios-, perdiendo autonomía y generando endeudamiento. 

Debemos tener muy en cuenta que los montos coparticipados a los municipios se han visto reducidos en términos reales, ya que la nación ha venido efectuando quitas en la masa de coparticipación federal a distribuir a las provincias y de estas  a las municipalidades. Por su parte, la Provincia ha venido aplicando un procedimiento similar mediante la creación de Fondos, tales como el de Fortalecimiento de Programas Sociales (Ley 13163), el de Mantenimiento de Obras Viales, y de  Mantenimiento de Establecimientos Educativos (Ley 13403); los cuales se constituyen con recursos provenientes de la masa de impuestos que deberían ser distribuidos entre los municipios.
Asimismo, se vienen produciendo quitas de los recursos afectados a la coparticipación municipal (Ley 10559), como han sido los casos de los Aportes para Infraestructura y Equipamiento de los Registros Civiles y los Aportes para el Boletín Oficial.
En síntesis, tanto la coparticipación general como las asignaciones  particulares de impuestos coparticipados a los municipios, se han visto reducida en términos reales como los porcentajes previstos originalmente.
Por dichos motivos es necesario incrementar la coparticipación provincial a los municipios, como así también ampliar la coparticipación federal a fondos que hoy quedan en el gobierno nacional, que posibilite una mayor distribución basada en criterios de equidad entre los diversos niveles del Estado y eficiencia en la respuesta a las demandas de la población. 

Proponemos a tal fin modificar el artículo 1º de la Ley 10559, incrementando al 20 % la masa coparticipable del total de ingresos que percibe la Provincia en concepto de impuesto sobre los Ingresos Brutos no descentralizados al ámbito municipal, Impuesto Inmobiliario Urbano, Impuesto a los Automotores, Impuesto de Sellos, Tasas Retributivas de Servicios y Coparticipación Federal de Impuestos.
La presente ley se aplicará a partir del 1º de enero de 2009. Hasta tanto la distribución de los fondos que correspondan a cada municipio se hará de acuerdo a lo establecido por el régimen determinado en la Ley 10559 y sus modificatorias.

Entendemos que hasta tanto no se concrete la postergada reivindicación de las comunas bonaerenses de lograr la autonomía municipal, alcanzada ya en varias provincias de nuestro país y que se encuentra incorporada en el texto de la Constitución Nacional desde la reforma de 1994, deben instrumentarse mecanismos de transferencia de recursos desde la órbita provincial.. 

